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     Este escrito es de carácter reflexivo y pretende no sólo describir sino analizar las medidas 
cautelares decretadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Comisión IDH) y 
su real cumplimiento para la protección de derechos en Colombia. Para ello se presentan los 
diferentes puntos de vista jurídicos desarrollados por la Comisión IDH. A partir de la metodología 
de estudio cualitativo, se procederá mediante la revisión y análisis de casos en los que se solicita 
el reconocimiento de medidas cautelares emitidas a personas que habitan en Colombia, 
construyendo con ello brevemente, un recuento histórico de su implementación. Así mismo, se 
analizará el resultado de cuáles son los razonamientos del Estado para darles cumplimiento, 
revelando con ello la perspectiva desde los entes judiciales esto es, el Consejo de Estado, la Corte 
Constitucional y las Resoluciones de la Comisión IDH, libros y otros artículos de investigación 
sobre el tema que permitan entender la discusión de obligatoriedad y responsabilidad del Estado 
colombiano para darles cumplimiento, o no, a las medidas cautelares frente al amparo de un 
derecho determinado. 
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     This is a reflective document that analyzes the precautionary measures granted by the 
Interamerican Commission on Human Rights (IACHR) and their compliance in the protection of 
rights in Colombia; based on the qualitative study methodology, cases of precautionary measures 
issued to persons living in Colombia are reviewed and analyzed. Also, to determine the reasoning 
of the State in order to comply with the measures, this is given by analyzing the perspective of the 
judicial organs, The Council of State, The Constitutional Court, Resolutions of the Commission 
IDH, books and others. 
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     La presente investigación estudia el cumplimiento de las medidas cautelares emitidas por la 
Comisión IDH y la protección de derechos en Colombia mediante este mecanismo. Realizando un 
breve análisis sobre la medida cautelar con el propósito de contextualizar su temática para 
posteriormente culminar determinando su obligatoriedad y la responsabilidad derivada del Estado 
en el cumplimiento de éstas.  
 
      El mecanismo de la medida cautelar se ubica en el título segundo del Reglamento de la 
Comisión IDH, específicamente en el artículo 25, allí se establece que la Comisión por iniciativa 
propia o por petición podrá solicitar a un Estado parte que adopte las medidas cautelares 
pertinentes para proteger los derechos que se encuentran en urgencia o gravedad de vulneración 
irreparable.  
 
     Respecto al cumplimiento de las medidas cautelares por parte de los Estados hay dos posturas, 
teniendo como hipótesis que son de obligatorio cumplimiento, en virtud de que el Estado de 
manera voluntaria ha ratificado la competencia que tiene la Comisión IDH al ser un Estado 
miembro.  
 
     Sin embargo, contrario a lo inmediatamente referido en el párrafo anterior, algunos teóricos y 
políticos han afirmado que las medidas cautelares dictadas por la Comisión IDH no poseen un 
carácter obligatorio, ni vinculante, ya que éstas no hacen parte del Pacto de San José y al no ser 





      Con base en lo anterior, en este ejercicio de investigación, se plantea como objetivo general: 
determinar la postura del Estado colombiano frente a la obligatoriedad, o no, de las medidas 
cautelares pronunciadas por la Comisión IDH, partiendo de lo anterior se determinan como 
objetivos específicos: definir la medida cautelar, estudiar su concepto según la Comisión IDH y 
los entes judiciales de Colombia así como los casos donde se dictaron medidas cautelares en favor 
de ciudadanos Colombianos en el periodo comprendido 2016-2018. 
 
     La metodología usada para esta investigación jurídica tiene un enfoque de estudio cualitativo 
descriptivo. En virtud de esta metodología, el estudio y análisis se desarrolla mediante la revisión 
y análisis de casos que se emitieron medidas cautelares por la Comisión IDH a personas que 
habitan en Colombia. Lo anterior, permitirá observar cuál ha sido su implementación y cuáles han 
sido los criterios jurídicos del Estado para dar cumplimiento. Así mismo, permitirá determinar la 
razón por la cual el Estado no ha dado cumplimiento a otras. 
 
     A partir de estas consideraciones metodológicas, el investigador formula la pregunta objeto de 
investigación: ¿Cuál ha sido el cumplimiento real del Estado colombiano respecto de las medidas 
cautelares formuladas por la Comisión IDH y a partir de ahí determinar si éstas son o no 









1. Resultado y desarrollo temático  
 
1.1  La medida cautelar en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos  
 
      El mecanismo de la medida cautelar tiene más de tres décadas en el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos (SIDH). Es invocada en el derecho internacional como aquella garantía que 
evita que la vida o la integridad de las personas se vean comprometida. La medida cautelar ha 
tenido un desarrollo desde la formalización de su procedimiento en el reglamento de la Comisión 
IDH en el año de 1980. El artículo 23 de dicho reglamento, estableció que la medida cautelar 
procedía “en cualquier estado del procedimiento, siempre que se trate de casos de extrema 
gravedad y urgencia y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas” 
(Reglamento CIDH 1980).  
 
     La medida cautelar es el instrumento para proteger derechos humanos, pero para conceder esta 
protección se deben cumplir una serie de requisitos los cuales se encuentran consagrados en el 
artículo 25 del reglamento de la Comisión IDH.1 
                                                             
1 Texto vigente  
 
Artículo 25. Medidas Cautelares 
 
 1. Con fundamento en los artículos 106 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, 41.b de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, 18.b del Estatuto de la Comisión y XIII de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, la Comisión podrá, a iniciativa propia o a solicitud de parte, 
solicitar que un Estado adopte medidas cautelares. Tales medidas, ya sea que guarden o no conexidad con una petición 
o caso, se relacionarán con situaciones de gravedad y urgencia que presenten un riesgo de daño irreparable a las 
personas o al objeto de una petición o caso pendiente ante los órganos del Sistema Interamericano. 
  
2. A efectos de tomar la decisión referida en el párrafo 1, la Comisión considerará que: 
  
a. la “gravedad de la situación”, significa el serio impacto que una acción u omisión puede tener sobre un derecho 






                                                             
  
b. la “urgencia de la situación” se determina por la información que indica que el riesgo o la amenaza sean inminentes 
y puedan materializarse, requiriendo de esa manera acción preventiva o tutelar; y 
  
c. el “daño irreparable” significa la afectación sobre derechos que, por su propia naturaleza, no son susceptibles de 
reparación, restauración o adecuada indemnización. 
  
3. Las medidas cautelares podrán proteger a personas o grupos de personas, siempre que el beneficiario o los 
beneficiarios puedan ser determinados o determinables, a través de su ubicación geográfica o su pertenencia o vínculo 
a un grupo, pueblo, comunidad u organización. 
  
4. Las solicitudes de medidas cautelares dirigidas a la Comisión deberán contener, entre otros elementos: 
  
a. los datos de las personas propuestas como beneficiarias o información que permita determinarlas; 
  
b. una descripción detallada y cronológica de los hechos que sustentan la solicitud y cualquier otra información 
disponible; y 
  
c. la descripción de las medidas de protección solicitadas. 
  
5. Antes de tomar una decisión sobre la solicitud de medidas cautelares, la Comisión requerirá al Estado involucrado 
información relevante, salvo cuando la inmediatez del daño potencial no admita demora. En dicha circunstancia, la 
Comisión revisará la decisión adoptada lo más pronto posible o, a más tardar, en el siguiente período de sesiones, 
teniendo en cuenta la información aportada por las partes. 
  
6. Al considerar la solicitud, la Comisión tendrá en cuenta su contexto y los siguientes elementos: 
  
a. si se ha denunciado la situación de riesgo ante las autoridades pertinentes, o los motivos por los cuales no hubiera 
podido hacerse; 
  
b. la identificación individual de los propuestos beneficiarios de las medidas cautelares o la determinación del grupo 
al que pertenecen o están vinculados; y 
  
c. la expresa conformidad de los potenciales beneficiarios, cuando la solicitud sea presentada por un tercero, salvo en 
situaciones en las que la ausencia de consentimiento se encuentre justificada. 
  
7. Las decisiones de otorgamiento, ampliación, modificación y levantamiento de medidas cautelares serán emitidas 
mediante resoluciones fundamentadas que incluirán, entre otros, los siguientes elementos: 
  
a. la descripción de la situación y de los beneficiarios; 
  
b. la información aportada por el Estado, de contar con ella; 
  
c. las consideraciones de la Comisión sobre los requisitos de gravedad, urgencia e irreparabilidad; 
  
d. de ser aplicable, el plazo de vigencia de las medidas cautelares; y 
  
e. los votos de los miembros de la Comisión. 
  
8. El otorgamiento de estas medidas y su adopción por el Estado no constituirán prejuzgamiento sobre violación alguna 
a los derechos protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos u otros instrumentos aplicables. 
  
9. La Comisión evaluará con periodicidad, de oficio o a solicitud de parte, las medidas cautelares vigentes, con el fin 
de mantenerlas, modificarlas o levantarlas. En cualquier momento, el Estado podrá presentar una petición debidamente 





     La Comisión IDH es quien está legitimada para presentar las medidas cautelares de carácter de 
protección de los derechos para la protección  de personas que se encuentran en riesgo  ya sea por 
motivo de trabajo o afiliación, como son los “defensores de derechos humanos, sindicalistas, 
periodista, grupos de personas en vulnerabilidad como mujeres, niños, comunidades indígenas, 
afros, LGTBI, individuos privados de libertad, igualmente se suma que protegen a testigos, 
operadores de justicia, personas en vías de ser deportadas a un país donde podrían enfrentar torturas 
o ser sujeto a tratos crueles e inhumanos y personas condenadas a la pena de muerte, entre otros 
(Corte Interamericana de Derechos Humano y Organización de los Estados Americanos, 2015, 
párr.10)  
 
     En el ordenamiento jurídico el mecanismo de las medidas cautelares con la entrada en vigor en 
el 2013 del Reglamento de la Comisión IDH, se establece que el otorgamiento, ampliación, 
modificación, y levantamiento de medidas cautelares deben ser emitidas mediante una resolución 
                                                             
a los beneficiarios antes de decidir sobre la petición del Estado. La presentación de tal solicitud no suspenderá la 
vigencia de las medidas cautelares otorgadas. 
  
10. La Comisión podrá tomar las medidas de seguimiento apropiadas, como requerir a las partes interesadas 
información relevante sobre cualquier asunto relacionado con el otorgamiento, observancia y vigencia de las medidas 
cautelares. Dichas medidas pueden incluir, cuando resulte pertinente, cronogramas de implementación, audiencias, 
reuniones de trabajo y visitas de seguimiento y revisión. 
  
11. En adición a lo expresado en el inciso 9, la Comisión podrá levantar o revisar una medida cautelar cuando los 
beneficiarios o sus representantes, en forma injustificada, se abstengan de dar respuesta satisfactoria a la Comisión 
sobre los requerimientos planteados por el Estado para su implementación. 
  
12. La Comisión podrá presentar una solicitud de medidas provisionales a la Corte Interamericana de acuerdo con las 
condiciones establecidas en el artículo 76 del presente Reglamento. Si en el asunto se hubieren otorgado medidas 
cautelares, éstas mantendrán su vigencia hasta que la Corte notifique a las partes su resolución sobre la solicitud. 
  
13. Ante una decisión de desestimación de una solicitud de medidas provisionales por parte de la Corte Interamericana, 
la Comisión no considerará una nueva solicitud de medidas cautelares, salvo que existan nuevos hechos que así lo 







fundamentada, esto se da para darle un mayor alcance a estas medidas para que realmente puedan 
ser efectivas al momento de prevenir o evitar que se cause un daño irreparable. 
 
     De tal forma que el SIDH tiene como objeto con las medidas cautelares proteger y prevenir que 
se cause un daño irreparable. El otorgamiento de las medidas cautelares no depende de la 
tramitación de un caso ya que su adopción puede surgir en cualquier momento aún previo a la 
apertura formal de uno. Pero debe entenderse que al otorgarse la medida no se está prejuzgando 
del fondo del asunto. La tramitación y adopción no están sujetas al rigor técnico ya que el SIDH 
lo que busca es que sea un mecanismo ágil, eficiente, que sirva para proteger a las personas que se 
encuentran en peligro de violación de sus derechos o que cese la vulneración de estos. 
 
     De acuerdo con lo mencionado anteriormente, la resolución 01 de 2013 por medio de la cual se 
reformo el Reglamento de la Comisión, “debe conciliar la seguridad jurídica con la flexibilidad 
necesaria para responder a los requerimientos de las víctimas y personas en riesgo”. Con este 
cambio el SIDH cuenta con un instrumento más claro respecto a los criterios de otorgamiento, 
ampliación, modificación y levantamiento de las medidas cautelares. Este artículo 25 con la 
entrada en vigor del reglamento de la comisión del 2013 a diferencia del anterior2, determina con 
                                                             
2 Texto anterior  
Artículo 25. Medidas cautelares  
1. En situaciones de gravedad y urgencia la Comisión podrá, a iniciativa propia o a solicitud de parte, solicitar que un 
Estado adopte medidas cautelares para prevenir daños irreparables a las personas o al objeto del proceso en conexión 
con una petición o caso pendiente.  
2. En situaciones de gravedad y urgencia la Comisión podrá, a iniciativa propia o a solicitud de parte, solicitar que un 
Estado adopte medidas cautelares a fin de prevenir daños irreparables a personas que se encuentren bajo la jurisdicción 





claridad y precisión los requisitos de urgencia, gravedad e irreparabilidad que habilitan el eventual 
otorgamiento de las medidas. 
 
     Podría asumirse que el otorgamiento de medida de protección por parte del SIDH como un 
prejuzgamiento del caso ya que en la práctica se le impone una obligación al Estado de proteger 
los derechos humanos a partir de la valoración inicial de la situación. Sin embargo, la propia 
                                                             
3. Las medidas a las que se refieren los incisos 1 y 2 anteriores podrán ser de naturaleza colectiva a fin de prevenir un 
daño irreparable a las personas debido a su vínculo con una organización, grupo o comunidad de personas 
determinadas o determinables. 
 4. La Comisión considerará la gravedad y urgencia de la situación, su contexto, y la inminencia del daño en cuestión 
al decidir sobre si corresponde solicitar a un Estado la adopción de medidas cautelares. La Comisión también tendrá 
en cuenta: a. si se ha denunciado la situación de riesgo ante las autoridades pertinentes o los motivos por los cuales no 
hubiera podido hacerse; b. la identificación individual de los potenciales beneficiarios de las medidas cautelares o la 
determinación del grupo al que pertenecen; y c. la expresa conformidad de los potenciales beneficiarios cuando la 
solicitud sea presentada a la Comisión por un tercero, salvo en situaciones en las que la ausencia de consentimiento 
se encuentre justificada. 
 5. Antes de solicitar medidas cautelares, la Comisión requerirá al Estado involucrado información relevante, a menos 
que la urgencia de la situación justifique el otorgamiento inmediato de las medidas. 
 6. La Comisión evaluará con periodicidad la pertinencia de mantener la vigencia de las medidas cautelares otorgadas.  
7. En cualquier momento, el Estado podrá presentar una petición debidamente fundada a fin de que la Comisión deje 
sin efecto la solicitud de adopción de medidas cautelares. La Comisión solicitará observaciones a los beneficiarios o 
sus representantes antes de decidir sobre la petición del Estado. La presentación de dicha petición no suspenderá la 
vigencia de las medidas cautelares otorgadas.  
8. La Comisión podrá requerir a las partes interesadas información relevante sobre cualquier asunto relacionado con 
el otorgamiento, observancia y vigencia de las medidas cautelares. El incumplimiento sustancial de los beneficiarios 
o sus representantes con estos requerimientos podrá ser considerado como causal para que la Comisión deje sin efecto 
la solicitud al Estado de adoptar medidas cautelares. Respecto de medidas cautelares de naturaleza colectiva, la 
Comisión podrá establecer otros mecanismos apropiados para su seguimiento y revisión periódica.  
9. El otorgamiento de esas medidas y su adopción por el Estado no constituirá prejuzgamiento sobre la violación de 







Comisión IDH ha insistido que no se debe entender de esta manera fundamentado en lo previsto 
en el artículo 25.8 de su reglamento3. 
 
1.2 Vista por los entes judiciales de Colombia  
 
     La Corte Constitucional tiene cuatro premisas básicas para el tratamiento de la naturaleza 
jurídica de las medidas cautelares: I. Colombia hace parte de la Organización de Estados 
Americanos y es Estado parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (aprobada 
por la ley 16 de 1972 y ratificada el 31 de julio de 1973). II. La convención, en tanto tratado de 
derechos humanos, está incorporada al ordenamiento interno y hace parte del bloque 
constitucionalidad, de conformidad con el artículo 93 inciso 1º. III. En virtud de los principios 
generales del derecho internacional público, las medidas cautelares se incorporan de manera 
automática al ordenamiento jurídico. IV. Según estipulado por los Artículos 1º y 2º de la 
Convención Americana, los Estados parte asumen el compromiso de respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y garantizar su libre ejercicio a todas las personas sujetas a su 
jurisdicción, así como adoptar las medidas legislativas o de otro carácter necesarias para hacer 
efectivos los derechos  
 
     En cuanto a la incorporación y el efecto de las medidas cautelares emitidas por la Comisión 
IDH se trata de un acto jurídico adoptado por un organismo internacional de protección de 
derechos humanos, mediante el cual se conmina al Estado adoptar en el menor tiempo posible 
                                                             
3 Articulo 25.8 El otorgamiento de estas medidas y su adopción por el Estado no constituirán prejuzgamiento sobre 







medidas necesarias de orden administrativo o judicial para que cese la amenaza de los derechos, 
ya que las medidas de la comisión usualmente se relacionan con la protección de derechos a la 
vida e  integridad personal, eficacia de la verdad justicia y reparación. En Colombia las medidas 
cautelares de la Comisión IDH se incorporan automáticamente al ordenamiento jurídico interno 
dado que el estado colombiano es parte en el pacto de San José de Costa Rica. 
 
     Para la ejecución de las medidas cautelares de la Comisión IDH se ven involucradas autoridades 
administrativas, judiciales y disciplinarias y la sentencia T-558/03 menciona al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, Ministerio del Interior, Dirección General de Derechos Humanos, Fiscalía 
General de la Nación, Procuraduría General de la Nación, Policía Nacional, gobernadores y 
alcaldes. Con esto vemos que es claro que para nuestro ordenamiento es importante el dar 
cumplimiento a las medidas de la comisión y ha generado un reajuste que ha llevado a un 
reforzamiento de las obligaciones del estado frente a la vigencia de los derechos, libertades y 
garantías de las personas. 
 
     Así, en el caso del ex alcalde de Bogotá Gustavo Francisco Petro Urrego, por primera vez 
Colombia se aparta de una orden impartida por la Comisión IDH y decide esperar la decisión de 
un órgano judicial competente interno. El Consejo de Estado, por su parte, declaró la nulidad de 
los actos Administrativos proferidos por la Procuraduría y tuvo en cuenta el anuncio que hizo la 
Comisión IDH en donde advirtió que no era posible, a la luz de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, imponer inhabilidades políticas por sanciones administrativas, disciplinarias 
o fiscales y recomendó al Estado colombiano que los Órganos Administrativos no pueden separar 





cuando existen fallos de un juez penal por lo que se acogieron las recomendaciones de la Comisión 
IDH y Gustavo Petro regresó al ejercicio de su cargo de elección popular. 
 
     La postura de la Alta Corporación Constitucional de Colombia ha sido firme en sus 
pronunciamientos al reconocer que las medidas cautelares son actos jurídicos adoptados por un 
organismo internacional de naturaleza cuasi jurisdiccional, por medio de los cuales conmina al 
Estado para que tome en pro de la celeridad, eficiencia y prontitud tome las medidas necesarias 
para finalizar la vulneración de un derecho determinado. Las medidas cautelares tienen carácter 
vinculante para el Estado Colombiano el cual se deduce de las sentencias de la Corte 
Constitucional de Colombia: T-435 de 2009, T-524 de 2005, T-558 de 2003, T-385 de 2005. 
 
“Este es un órgano de la Organización de Estados Americanos - OEA, del cual Colombia hace 
parte, al igual que es Estado Parte en la Convención Americana sobre Derechos Humanos que 
fue aprobada por la Ley 16 de 1972 y ratificada el 31 de julio de 1973. De igual manera, en 
razón a que el Estatuto de la CIDH fue adoptado por la Asamblea General de la OEA, en la 
cual participa Colombia. Y, en virtud de que la Convención, en tanto tratado de derechos 
humanos, según el artículo 93 constitucional, inciso primero, está incorporada al 
ordenamiento interno y hace parte del bloque de constitucionalidad. Así mismo, concluyó que 
son incorporadas de manera automática a los ordenamientos jurídicos internos sin que se 
requiera una norma de transformación, como sería el caso de una ley, en consecuencia, deben 






     Por ello, a pesar de que ni la Convención ni el Reglamento de la Comisión IDH señalan cómo 
se incorporan estas recomendaciones al ordenamiento interno, en virtud de la buena fe y las 
obligaciones internacionales adquiridas por el Estado al haber ratificado la Convención 
Americana, las medidas cautelares adoptadas deben ser incorporadas al orden interno. 
 
      En relación, las autoridades competentes, según el caso, y en coordinación con el Ministerio 
de Relaciones Exteriores, deben ejecutar las actividades necesarias para evitar un daño irreparable 
a derechos como la vida e integridad personal.  
 
     Del mismo modo, se ha formulado por esta Corporación que el no cumplimiento de las medidas 
adoptadas por el organismo internacional puede vulnerar el derecho al debido proceso de los 
beneficiarios, en el sentido en que se emiten en el marco de un procedimiento internacional que se 
debe perfeccionar a nivel interno. 
 
1.3 Casos de medidas cautelares emitidas por la Comisión IDH (2016-2018)  
 
     Para el año 2016 la Comisión IDH se pronunció en cinco casos. 
 
      El primero se presenta en la Resolución 66 de Medida Cautelar 747 “Asunto Luis respecto de 
Colombia” de fecha 22 de diciembre de 2016. En la solicitud de medidas cautelares se alega que 
un niño de 6 años, a quien la Comisión IDH identifica como “Luis” a fin de mantener en reserva 
su identidad, se encuentra en riesgo pues padece de una enfermedad denominada Epidermólisis 





atención médica necesaria. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho, la Comisión IDH 
considera que la información presentada demuestra, en un principio, que “Luis” se encuentra en 
una situación de gravedad y urgencia puesto que su vida e integridad personal están en riesgo. En 
consecuencia y de acuerdo con el artículo 25 del Reglamento de la Comisión IDH, se solicitó a 
Colombia que adopte las medidas necesarias para garantizar la vida e integridad personal de Luis; 
que concierte las medidas a adoptarse con el beneficiario y sus representantes, y que informe sobre 
las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos alegados que dieron lugar a la adopción de la 
presente medida cautelar y evitar su repetición” (Comisión IDH, 2016A).  
 
      La Comisión IDH en la Resolución 65 de 2016 decidió solicitar medidas cautelares a favor de 
Héctor Sánchez, Alexander Castrillón Cubides, Hugo Mejía, Claudia Fierro Camacho y Neiret 
Escobar Vela, miembros de la Junta de Acción Comunal de la vereda Rubiales. Esta petición de 
medida cautelar se motiva en que los propuestos favorecidos se encontrarían siendo “objeto de 
amenazas, hostigamientos y actos de violencia” por parte de agentes de seguridad contratados por 
una empresa privada, que supuestamente controla la zona, agentes de la policía y grupos ilegales. 
Tras el análisis de los fundamentos hecho, como de derecho, de las Consideraciones de la 
Comisión que afirma que la información exhibida indica que Héctor Sánchez, Alexander Castrillón 
Cubides, Hugo Mejía, Claudia Fierro Camacho y Neiret Escobar Vela se hallan en un escenario 
de riesgo, gravedad y urgencia. En consecuencia la Comisión solicitó a Colombia que adopte las 
medidas necesarias “para  que los beneficios puedan desarrollar sus actividades como defensores 
de derechos humanos y para preservar su vida e integridad personal”; que concierte las medidas a 





de investigar los hechos alegados que dieron lugar a la adopción de la presente medida cautelar y 
evitar su repetición (Comisión IDH, 2016B).    
 
     En la Resolución 52 de 2016, la CIDH decidió solicitar la protección de “medidas cautelares a 
favor de Luis Ernesto Olave Valencia y su familia, en Colombia”. La petición alega que el señor 
Olave ha sido objeto de presuntas amenazas, hostigamientos y actos de violencia que fueron en 
aumento en cantidad e intensidad en los últimos meses y que responderían a la intensificación de 
su función como Defensor de Derechos Humanos y coordinador de Pueblos Afrodescendientes de 
la Red Latinoamericana y del Caribe para la Democracia, en el departamento de Chocó. En 
consecuencia, la Comisión solicitó a Colombia que: “a) Adopte las medidas necesarias para 
preservar la vida y la integridad personal de Luis Ernesto Olave Valencia y su familia; b) Adopte 
las medidas necesarias para que el señor Luis Ernesto Olave Valencia pueda desarrollar sus 
actividades como defensor de derechos humanos, sin ser objeto de actos de intimidación, amenazas 
y hostigamientos; c) Concierte las medidas a adoptarse con el beneficiario y sus representantes; e 
d) Informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos alegados que dieron lugar a 
la adopción de la presente medida cautelar y, así evitar su repetición”» (Comisión IDH, 2016C).  
      
En el asunto conocido como algunos líderes de las comunidades mineras y ancestrales de 
Remedios Segovia en la Resolución 53 de 2016, la Comisión IDH decidió solicitar la adopción de 
medidas cautelares a favor de cinco líderes de las comunidades mineras y ancestrales de Remedios 
y Segovia, en Colombia. La solicitud alega que estas personas estarían siendo objeto de supuestas 
amenazas, hostigamientos, intimidación y hechos de violencia, debido a su posición respecto de 





de la Comisión IDH, solicitó a Colombia que: a) Adopte las medidas necesarias para preservar la 
vida y la integridad personal de Eliober Castañeda Quintero, Jaime Alonso Gallego Gómez, 
Dionny Manfredy Ramírez Álvarez, Javier Antonio Ávila Ettien y Pablo Alberto Gómez, quienes 
forman parte de las comunidades mineras tradicionales y ancestrales de los municipios de Segovia 
y Remedios; b) Adopte las medidas necesarias para que las personas identificadas puedan 
desarrollar sus actividades como defensores de derechos humanos, sin ser objeto de actos de 
intimidación, amenazas y hostigamientos; c) Concierte las medidas con los beneficiarios y sus 
representantes; y d) Informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos alegados 
que dieron lugar a la adopción de la presente medida cautelar y, así evitar su repetición» (Comisión 
IDH, 2016D).  
 
     Sin embargo, para el año 2017 la Comisión IDH se pronunció en ocho casos de interés sobre 
las medidas cautelares en los que se realiza solicitudes a Colombia para que acoja medidas 
adecuadas para cada caso en particular: 
 
     En la Resolución 53 del 25 de diciembre de 2017, la Comisión IDH, concluyó con la petición 
de la adopción de medidas cautelares a favor de X, Y, A y B, en Colombia. La solicitud de medidas 
cautelares alega que las personas propuestas beneficiarias, víctimas de desplazamiento interno en 
virtud de grupos armados al margen de la ley, habrían sido objeto de acoso y hostigamientos por 
parte de autoridades municipales, así como de privación ilegal de libertad y abuso sexual por parte 
de grupos criminales por varios años. Actualmente, “estarían siendo objeto de hostigamientos y 
persecuciones y existirían amenazas de muerte en su contra. Tras analizar las alegaciones de hecho 





los beneficiarios se encontrarían en una situación de gravedad y urgencia. En consecuencia, la 
Comisión solicitó a Colombia que adopte las medidas necesarias para preservar la vida y la 
integridad personal de X, Y, A y B a través de medidas que tengan en cuenta su situación de 
pobreza y desplazamiento, así como la perspectiva de género o enfoques diferenciados adicionales 
que resulten pertinentes; y que concierte las medidas a adoptar con los beneficiarios y sus 
representantes, tomando en cuenta la obligación de evitar la revictimización y proporcionar los 
servicios de atención requeridos. (Comisión IDH, 2017A). 
 
     En la Resolución 47 de 20 de noviembre de 2017, la Comisión IDH decidió solicitar la adopción 
de medidas cautelares a favor de Daniel Ernesto Prado Albarracín. La solicitud de medida 
cautelares alega que el beneficiario se encontraría en una situación de riesgo dadas las actividades 
de defensa de derechos humanos que realiza; y, en particular, por su participación en el proceso 
penal del caso denominado “Los 12 Apóstoles”, en el que se investigarían presuntos crímenes a 
manos de un grupo paramilitar. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho, la Comisión 
considera que la información presentada demuestra, en principio, que el beneficiario encuentra en 
una situación de gravedad y urgencia. En consecuencia, la Comisión IDH solicitó a Colombia que 
adopte las medidas necesarias para preservar la vida y la integridad personal de Daniel Ernesto 
Parado Albarracín; que adopte las medidas necesarias para que pueda desarrollar sus actividades 
como defensor de derechos humanos sin ser objeto de amenazas, hostigamientos y actos de 
violencia en el ejercicio de sus funciones; y que concierte las medidas a adoptar con el beneficiario 






     En el mismo sentido, en la Resolución 30 de 14 de agosto de 2017, la Comisión IDH decidió 
solicitar la adopción de medidas cautelares a favor de Julio César Vélez Restrepo, Luis Adrián 
Vélez Restrepo, y los adolescentes B.V.R y L.S.N, en Colombia. La solicitud de medidas 
cautelares alega que los beneficiarios -miembros de la comunidad indígena Embera Chamí - fueron 
vistos por última vez el 8 de marzo de 2017, cuando salieron a pescar en la comunidad de La 
Esperanza, municipio de Alcalá, Valle del Cauca. Los solicitantes sostuvieron que los beneficiarios 
fueron desaparecidos por grupos armados al margen de la ley, teniendo en cuenta la información 
de contexto sobre el accionar de dichos grupos en la zona, y manifestaron no tener noticias acerca 
de su paradero o destino desde aquel entonces, a pesar de las denuncias interpuestas. Tras analizar 
las alegaciones de hecho y de derecho, la Comisión IDH considera que la información presentada 
demuestra, en principio, que los beneficiarios se encuentran en una situación de gravedad y 
urgencia. En consecuencia, la Comisión IDH solicitó a Colombia que adopte las medidas 
necesarias para determinar el paradero y destino de los señores Julio César Vélez Restrepo y Luis 
Adrián Vélez Restrepo, así como de los adolescentes B.V.R. y L.S.N., con el fin de proteger sus 
vidas e integridad personal; concierte las medidas a adoptarse con sus familiares respectivos y 
representantes; e informe sobre las acciones implementadas a fin de investigar los presuntos 
hechos que dieron lugar a la adopción de la presente resolución y así evitar su repetición» 
(Comisión IDH, 2017C). 
 
     Luego en la Resolución No. 19 de El 16 de junio de 2017, la Comisión IDH decidió solicitar la 
adopción de medidas cautelares a favor de niños y niñas que padecen de enfermedades onco-
hematológicas en la ciudad de Cartagena, departamento de Bolívar, y zonas aledañas. En la 





de grave riesgo debido a la falta de implementación de un tratamiento médico adecuado por parte 
de las autoridades competentes a pesar de la seriedad de sus patologías y la existencia en varios 
casos de resoluciones judiciales a su favor. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho, la 
Comisión IDH considera que la información presentada demuestra, en principio, que las y los 
beneficiarios se encuentran en una situación de gravedad y urgencia. En consecuencia, la Comisión 
solicitó a Colombia que adopte las medidas necesarias para preservar la vida e integridad personal 
de los niños y niñas identificados, tomando en consideración las particularidades de las 
enfermedades que padecen, a fin de garantizar que tengan acceso a un tratamiento médico integral 
y adecuado; y que concierte las medidas a adoptarse con las y los beneficiarios (Comisión IDH, 
2017D). 
 
     Mediante Resolución No. 18 del 14 de junio de 2017, asunto Pueblo Indígena Wiwa de la Sierra 
Nevada de Santa Marta, Colombia. La Comisión IDH decidió ampliar las medidas cautelares a 
favor del pueblo indígena Wiwa de la Sierra Nevada de Santa Marta en relación con la situación 
del señor Manuel Enrique Vega Sarmiento. La solicitud alega que el beneficiario se encontraría en 
una situación de riesgo en vista que desde el 25 de diciembre de 2016 se desconoce su paradero. 
En particular, según la información recibida, la última ocasión cuando el señor Vega Sarmiento 
fue visto ocurrió mientras se dirigía al corregimiento el Totumo; no obstante, los habitantes del 
corregimiento el Totumo señalan no haberlo visto llegar allí. Tras analizar las alegaciones de hecho 
y de derecho, la Comisión IDH considera que la información presentada demuestra, en principio, 
que el beneficiario se encuentra en una situación de gravedad y urgencia. En consecuencia, la 
Comisión decidió ampliar esta medida cautelar y en consecuencia solicitó a Colombia que adopte 





Sarmiento, con el propósito de proteger sus derechos a la vida e integridad personal; que concierte 
las medidas a adoptarse con sus representantes, y que informe sobre las acciones adoptadas a fin 
de investigar los hechos alegados que dieron lugar a la adopción de la presente medida cautelar y 
evitar su repetición (Comisión IDH, 2017E). 
 
     Así mismo, en el caso “Alberto Yepes palacio y su hija”, el 10 de febrero de 2017, la Comisión 
IDH decidió solicitar la adopción de medidas cautelares a favor de Alberto Yepes Palacio y su 
hija, en Colombia. La solicitud de medidas cautelares alega que Alberto Yepes Palacio y su hija 
son objeto de amenazas, hostigamientos y actos de violencia por parte del grupo armado ilegal 
“Águilas Negras” y de agentes de las Fuerzas Armadas, presuntamente debido a su participación 
en la Mesa sobre Ejecuciones Extrajudiciales y la publicación de un informe en donde se implicaba 
al comandante del Ejército Nacional. En consecuencia, la Comisión solicitó a Colombia que acoja  
las medidas necesarias para garantizar la vida e integridad personal de Alberto Yepes Palacio y su 
hija”; que pueda desarrollar sus actividades como defensor de derechos humanos, sin ser objeto de 
violencia y hostigamientos; que concierte las medidas a adoptarse con los beneficiarios y sus 
representantes, y que informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos alegados 
que dieron lugar a la adopción de la presente medida cautelar y evitar su repetición. (Comisión 
IDH, 2017F). 
 
     Finalmente, en el caso de “las mujeres gestantes y lactantes de la comunidad indígena Wayúu” 
Resolución No. 3 de 26 de enero de 2017, la CIDH decidió ampliar las medidas cautelares a favor 
de las mujeres gestantes y lactantes de la Comunidad Indígena Wayúu en los municipios de 






“las mujeres Wayúu gestantes y lactantes se encontrarían en una situación de riesgo, debido a la 
falta de acceso a atención médica y altos niveles de desnutrición, en el marco de una serie de 
condiciones relacionadas con la falta de alimento y agua en la zona”.  
 
    En consecuencia, la Comisión decidió ampliar esta medida cautelar y solicitó a Colombia que 
adopte las medidas necesarias para garantizar la vida e integridad personal de las beneficiarias en 
particular asegurando la disponibilidad, accesibilidad y calidad de servicios de salud con un 
enfoque integral y culturalmente adecuado, acceso a agua potable salubre, alimentos en calidad y 
cantidad suficientes para satisfacer con pertinencia cultural sus necesidades alimenticias” 
(Comisión IDH, 2017G). 
 
Para el año 2018 la Comisión IDH se pronunció en 10 casos: 
 
     El 2 de febrero de 2018, en la Resolución 05, la Comisión IDH decidió solicitar la adopción de 
medidas cautelares a favor de Luz Ángela Niño Chacón, en Colombia. La solicitud de medidas 
cautelares alega que la propuesta beneficiaria, quien tiene cáncer de cara y piel en estado 
metastásico, no recibiría un tratamiento médico adecuado a pesar de contar con fallos judiciales a 
su favor, y que su estado de salud es crítico. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho, 
la Comisión IDH considera que la información presentada demuestra, en principio, que la 
beneficiaria se encuentra en una situación de gravedad y urgencia. En consecuencia, de acuerdo 
con el artículo 25 del Reglamento de la Comisión IDH, la Comisión solicitó a Colombia que adopte 
las medidas necesarias para preservar la vida, integridad personal y salud de Luz Ángela Niño 
Chacón, proporcionando una atención médica adecuada, conforme a sus patologías, y de 
conformidad con los estándares internacionales aplicables; y que concierte las medidas a adoptarse 






     El 7 de febrero de 2018, en la Resolución 6 la Comisión IDH decidió ampliar las medidas 
cautelares a favor de las personas que habitan en las comunidades afrodescendientes de Curvaradó, 
Jiguamiandó, y Pedeguita y Mancilla incluyendo a los líderes y lideresas de dichas comunidades, 
en Colombia. La solicitud alega que los beneficiarios, lideresas y líderes comunitarios, y las 
comunidades de Jiguamiandó, Curvaradó, Pedeguita y Mancilla, se encontrarían en una situación 
de riesgo debido a que estarían siendo objeto de actos de violencia, incluyendo amenazas y 
hostigamientos. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho, la Comisión IDH considera 
que la información presentada demuestra, en principio, que los beneficiarios se encuentran en una 
situación de gravedad y urgencia. En consecuencia, de acuerdo con el Artículo 25 del Reglamento 
de la Comisión IDH, la Comisión decidió ampliar esta medida cautelar y en consecuencia solicitó 
a Colombia que adopte las medidas necesarias para salvaguardar la vida y la integridad personal 
de las personas que habitan en las comunidades afrodescendientes de Curvaradó, Jiguamiandó, 
Pedeguita y Mancilla; incluyendo a los líderes y lideresas Manuel Denis Blandón, Félix Alvarado, 
Erasmo Sierra, Benjamín Sierra, Rumualdo Salcedo, Melkín Romaña, Maria Ligia Chaverra, 
Argemiro Bailarín, Eustaquio Polo, Eleodoro Polo, Yomaira Gonzalez y James Ruíz; que adopte 
las medidas necesarias para que las lideresas y líderes beneficiarios puedan desarrollar sus 
actividades en defensa de derechos humanos sin ser objeto de actos de violencia, amenazas y 
hostigamiento; y que concierte las medidas a adoptarse con las personas beneficiarias y sus 
representantes. (Comisión IDH, 2018B) 
 
     El 11 de marzo de 2018, en la Resolución 19 la Comisión IDH decidió solicitar la adopción de 
medidas cautelares a favor de los integrantes de la Junta de Gobierno del Consejo Comunitario 
Alto Mira y Frontera, en Colombia. La solicitud de medidas cautelares alega que los beneficiarios 
se encuentran en una situación de riesgo frente a amenazas, hostigamientos e intimidaciones de 
actores armados por su posición de defensa del territorio y a favor de la sustitución voluntaria de 
cultivos de uso ilícito en el marco de los Acuerdos de Paz. Tras analizar las alegaciones de hecho 
y de derecho, la Comisión IDH considera que la información presentada demuestra, en principio, 
que los beneficiarios se encuentran en una situación de gravedad y urgencia. En consecuencia, de 





que adopte las medidas necesarias para salvaguardar la vida e integridad personal de los miembros 
de la Junta de Gobierno del Consejo Comunitario Alto Mira y Frontera; que adopte las medidas 
de protección culturalmente adecuadas para que los miembros de la Junta de Gobierno del CCAMF 
puedan desarrollar sus labores, en el marco de las propias formas de autogobierno del CCAMF, 
sin ser objeto de violencia, amenazas y hostigamientos. Tales medidas, además de que los cuerpos 
de seguridad profundicen sus esfuerzos o se adopten medidas más integrales y coordinadas, 
podrían, por ejemplo, incluir, medidas para garantizar la presencia segura de los miembros de la 
Junta en el CCAMF, posibilitar sus desplazamientos en condiciones de seguridad, y fortalecer los 
medios de comunicación para atender emergencias; que concierte las medidas a adoptarse con las 
personas beneficiarias y sus representantes; y que informe sobre las acciones adoptadas a fin de 
investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la presente medida cautelar y así evitar su 
repetición. (Comisión IDH, 2018C) 
 
     El 12 de abril de 2018, en la Resolución 25 la Comisión IDH decidió solicitar la adopción de 
medidas cautelares a favor de Javier Ortega Reyes, Paúl Rivas Bravo y Efraín Segarra Abril, en 
Colombia y Ecuador. La solicitud de medidas cautelares alega que desde el 26 de marzo de 2018 
los propuestos beneficiarios, quienes serían miembros de un equipo periodístico, habrían sido 
secuestrados por un grupo disidente de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC) en la zona fronteriza de ambos países, sin tenerse certeza del Estado en el cual se 
encontrarían los beneficiarios. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho, la Comisión 
IDH considera que la información presentada demuestra, en principio, que los beneficiarios se 
encuentran en una situación de gravedad y urgencia. En consecuencia, de acuerdo con el artículo 
25 del Reglamento de la Comisión IDH, la Comisión solicitó a Colombia y Ecuador que adopten 
las medidas necesarias para salvaguardar la vida e integridad personal de los beneficiarios; que 
adopten las medidas necesarias para que los beneficiarios puedan desarrollar sus actividades 
periodísticas en ejercicio de su derecho a la libertad de expresión, sin ser objeto de actos de 
intimidación, amenazas u otros hechos de violencia; y que informen sobre las acciones adoptadas 
a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la presente medida 






     El 5 de mayo de 2018, en la Resolución 30 la Comisión IDH decidió solicitar la adopción de 
medidas cautelares a favor de las trescientas ochenta y nueve personas calificadas como 
“dirigentes” de la MAPA en Colombia. La solicitud de medidas cautelares alega que han sido 
objeto de amenazas, hostigamientos y actos de violencia durante varios años principalmente por 
parte de grupos armados ilegales que los perseguirían por motivos políticos, resaltándose el 
presunto asesinato de ciento cincuenta y seis integrantes entre el 2011 y 2018. Tras analizar las 
alegaciones de hecho y de derecho, la Comisión IDH considera que la información presentada 
demuestra, en principio, que los beneficiarios se encuentran en una situación de gravedad y 
urgencia. En consecuencia, de acuerdo con el artículo 25 del Reglamento de la Comisión IDH, la 
Comisión solicitó a Colombia que adopte las medidas necesarias para salvaguardar la vida e 
integridad personal de los beneficiarios; que concierte las medidas a implementarse con los 
beneficiarios y sus representantes; e informe sobre las acciones llevadas a cabo tendentes a 
investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de esta resolución y evitar así su 
repetición. (Comisión IDH, 2018E) 
 
     El 5 de mayo de 2018, en la Resolución 31 la Comisión IDH decidió solicitar la adopción de 
medidas cautelares a favor del señor Daniel Silva Orrego en Colombia. La solicitud de medidas 
cautelares alega que el propuesto beneficiario enfrenta una situación de riesgo como consecuencia 
de sus labores periodísticas, aduciendo que su esquema de protección no sería efectivo e idóneo. 
Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho, la Comisión IDH considera que la información 
presentada demuestra, en principio, que el beneficiario se encuentra en una situación de gravedad 
y urgencia. En consecuencia, de acuerdo con el artículo 25 del Reglamento de la Comisión IDH, 
la Comisión solicitó a Colombia que adopte las medidas necesarias para salvaguardar la vida e 
integridad personal del beneficiario. En particular, asegurándose que las medidas de protección 
correspondientes sean eficaces e idóneas, conforme los estándares internacionales aplicables; que 
adopte las medidas necesarias para que el beneficiario pueda desarrollar sus labores como 
periodista sin ser objeto de actos de intimidación, amenazas u otros hechos de violencia en el 
ejercicio de las mismas; y que informe sobre las acciones adelantadas a fin de investigar los 
presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la presente resolución, teniendo el contexto en 






     El 14 de julio de 2018, en la Resolución 53 la Comisión IDH decidió solicitar la adopción de 
medidas cautelares en favor de las autoridades Siona y las familias de los Resguardos Gonzaya 
(Buenavista) y Po Piyuya (Santa Cruz de Piñuña Blanco) del Pueblo Indígena Siona (ZioBain), en 
Colombia. La solicitud de medidas cautelares alega que los propuestos beneficiarios estarían 
siendo objeto de amenazas, hostigamientos y otros hechos de violencia de actores armados que 
estarían en su territorio, buscando imponerse a las autoridades originarias estableciendo reglas y 
restricciones a los desplazamientos de los propuestos beneficiarios. Del mismo modo, se informó 
sobre la presencia de minas antipersonales o artefactos explosivos en la zona y la problemática del 
reclutamiento de jóvenes indígenas. La solicitud también hace referencia a la situación de riesgo 
de determinadas autoridades y dirigentes Siona. Tras analizar las alegaciones de hecho y de 
derecho, la Comisión IDH considera que la información presentada demuestra, en principio, que 
los beneficiarios se encuentran en una situación de gravedad y urgencia. En consecuencia, de 
acuerdo con el artículo 25 del Reglamento de la Comisión IDH, la Comisión solicitó a Colombia 
que adopte las medidas necesarias para salvaguardar la vida e integridad personal de las 
autoridades Siona y las familias de los Resguardos Siona Gonzaya y Po Piyuya; que adopte las 
medidas de protección culturalmente adecuadas para que puedan vivir de manera segura en su 
territorio, sin ser objeto de violencia, amenazas y hostigamientos; que estas medidas incluyan, 
además de esfuerzos de cuerpos de seguridad, medidas para posibilitar sus desplazamientos de 
manera segura para realizar sus actividades culturales y de subsistencia, para retirar el material 
explosivo existente en sus territorios o descartar la presencia de los mismos, para prevenir y evitar 
el reclutamiento de jóvenes, y para fortalecer los medios de comunicación para atender 
emergencias; que adopten medidas culturalmente adecuadas para que las autoridades Siona puedan 
cumplir con el mandato que tienen según sus propias normas y sistema de gobierno en condiciones 
de seguridad; que concierte las medidas a adoptarse con las personas beneficiarias y/o sus 
representantes, de acuerdo con sus formas propias de toma de decisiones y sistema de 
autogobierno; y que informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos 






     El 27 de agosto de 2018, en la Resolución 66 la Comisión IDH decidió solicitar la adopción de 
medidas cautelares a favor de Giomar Patricia Riveros Gaitán, en Colombia. La solicitud de 
medidas cautelares alega que la defensora de derechos humanos y representante en la “Mesa 
Nacional de Víctimas” estaría siendo objeto de amenazas en el marco de sus labores. Tras analizar 
las alegaciones de hecho y de derecho, la Comisión IDH considera que la información presentada 
demuestra, en principio, que la beneficiaria se encuentra en una situación de gravedad y urgencia. 
En consecuencia, de acuerdo con el artículo 25 del Reglamento de la Comisión IDH, la Comisión 
solicitó a Colombia que adopte las medidas necesarias para garantizar los derechos a la vida e 
integridad personal del Giomar Patricia Riveros Gaitán; para garantizar que Giomar Patricia 
Riveros Gaitán pueda seguir desempeñando sus labores como defensora de derechos humanos sin 
ser objeto de amenazas, hostigamientos o actos de violencia en el ejercicio de las mismas; concierte 
las medidas a implementarse con la beneficiaria y sus representantes; informe sobre las acciones 
adelantadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de la presente 
resolución, y así evitar su repetición. (Comisión IDH, 2018H) 
 
     El 5 de noviembre de 2018, en la Resolución 83 la Comisión IDH decidió otorgar medidas 
cautelares a favor del niño T.S.G.T., en Colombia. Su identidad se mantiene en reserva en atención 
a la práctica de la Comisión de no revelar la identidad de niños, niñas y adolescentes. La solicitud 
alegó que T.S.G.T., de cuatro años, padece de los síndromes de “Othara-West” y “Lennox-
Gastaut”, enfermedades incurables con graves consecuencias. En particular, los solicitantes 
indicaron que el niño se encuentra en situación de grave riesgo, debido a que el tratamiento médico 
que está recibiendo no sería el adecuado. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho, la 
Comisión IDH consideró que la información presentada demuestra, en principio, que el 
beneficiario se encuentra en una situación de gravedad y urgencia, ante la inminencia de sufrir un 
daño de naturaleza irreparable. En consecuencia, de acuerdo con el artículo 25 del Reglamento de 
la Comisión IDH, la Comisión solicitó al Estado colombiano que adopte las medidas necesarias 
para salvaguardar la vida, integridad personal y salud de beneficiario de T.S.G.T. En particular, la 
Comisión consideró urgente que se lleve a cabo de forma inmediata una junta médica conforme a 
lo señalado por los médicos tratantes del beneficiario y, según lo que determinen los expertos, que 





medidas a ser adoptadas sean concertadas con el beneficiario y sus representantes. (Comisión IDH, 
2018I) 
 
     El 3 de diciembre de 2018, en la Resolución 87 la Comisión IDH decidió solicitar la adopción 
de medidas cautelares a favor de Jani Silva, Hugo Miramar y Saúl Luna (Líderes de la Zona de 
Reserva Campesina Perla Amazónica), en Colombia. La solicitud de medidas cautelares 
presentada el 23 de marzo de 2017 alegaba que estaban en riesgo los derechos a la vida e integridad 
personal de 800 familias de la Zona de Reserva Campesina Perla Amazónica, ubicada en Puerto 
Asís, Putumayo, ante alegados impactos producto de operaciones extractivas realizadas en el 
“Bloque Platanillo”, el cual se superpondría a la Zona de Reserva. Asimismo, solicitaba resguardar 
los derechos de Jani Silva (representante legal de Asociación de Desarrollo Integral Sostenible 
Perla Amazónica-ADISPA de la Zona de Reserva), Hugo Miramar (esposo de Jani Silva), y Saúl 
Luna (fiscal de ADISPA de la Zona de Reserva), y de los habitantes de las comunidades, caseríos 
y/o veredas de la Zona de Reserva, frente al actuar de grupos armados ilegales en la zona. Tras 
analizar los alegatos de hechos y de derecho de las partes, a la luz del contexto específico en que 
presuntamente tuvieron lugar, la Comisión considera que Jani Silva, Hugo Miramar y Saúl Luna 
se encuentran, en principio, en una situación de gravedad y urgencia, puesto que sus derechos a la 
vida e integridad personal están en riesgo. En consecuencia, de acuerdo con el artículo 25 de su 
Reglamento, la Comisión solicita al Estado de Colombia que adopte las medidas necesarias para 
garantizar los derechos a la vida e integridad personal de Jani Silva, Hugo Miramar y Saúl Luna. 
La Comisión considera pertinente que además de que los cuerpos de seguridad profundicen sus 
esfuerzos y coordinación en la protección de las personas beneficiarias, se asegure que las medidas 
a implementarse sean culturalmente apropiadas, tengan en cuenta que Jani Silva y Hugo Miramar 
son integrantes de un mismo núcleo familiar, así como la importancia de garantizar la presencia 
segura de los líderes dentro de la Zona de Reserva, dado el rol que desempeñan. La Comisión IDH 
solicitó que el Estado concierte las medidas a implementarse con las personas beneficiarias y sus 
representantes y que informe sobre las acciones adelantadas a fin de investigar los presuntos 
hechos que dieron lugar a la adopción de la presente resolución, y así evitar su repetición. 








     Las medidas cautelares emitidas por la Comisión IDH, se han constituido en un mecanismo 
para los que acuden al Sistema IDH para solicitar el amparo de la protección de derechos hasta 
que se resuelva su petición y por medio de estas medidas evitar su vulneración. Estados como 
Colombia han avanzado jurisprudencialmente hacia la consolidación de la cultura del respeto de 
los derechos y el acatamiento de los compromisos asumidos por el estado en relación con los 
derechos humanos buscando el efectivo seguimiento del cumplimento de las medidas. 
 
     En general la adopción de las medidas cautelares de la comisión IDH ha supuesto para los 
estados un esfuerzo institucional para salvaguardarla vida e integridad de las personas, de preservar 
las costumbres ancestrales de los pueblos indígenas etc., brindando así una mejor calidad de vida 
para sus asociados. Así mismo la adopción de las medidas cautelares de la comisión IDH es un 
compromiso de los Estados ya que ellos se comprometen a respetar y ajustarse a lo dicho por los 
instrumentos base del Sistema IDH en los que encontramos la declaración de derechos y deberes 
del hombre y la convención americana sobre derechos humanos en primer orden ya que sus 
atribuciones derivan del mandato de la Carta de la Organización de Estados Americanos4 y la 
Convención5. 
                                                             
4Carta de la Organización de Estados Americanos artículo 106 
Habrá una Comisión Interamericana de Derechos Humanos que tendrá, como función principal, la de promover la 
observancia y la defensa de los derechos humanos y de servir como órgano consultivo de la Organización en esta 
materia. 
Una convención interamericana sobre derechos humanos determinará la estructura, competencia y procedimiento 
de dicha Comisión, así como los de los otros órganos encargados de esa materia. 
 
5 Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) articulo 41  
La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos, y en el 
ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y atribuciones: 





     Los Estados tienen la obligación de promover la observancia y la defensa de los derechos 
humanos. En el literal b del artículo 41 de la convención americana de derechos humanos, da la 
facultad a la Comisión IDH para que formule recomendaciones no solo a los estados miembros 
para que adopten progresivamente en sus leyes internas disposiciones que fomenten el respeto de 
los derechos humanos. La Comisión IDH ha podido dar fuerza a su mandato y legitimidad a sus 
acciones ya que es uno de los órganos importantes del SIDH. Sus estudios proporcionan un 
diagnostico confiable de la situación de los derechos humanos en el continente y con la entrada en 
vigor en el 2013 del nuevo reglamento dio claridad en el artículo 25 de los requisitos que se deben 
cumplir para que la Comisión IDH decida solicitar a un estado la adopción de las medidas 
cautelares.  
 
     Como puede evidenciarse en la imagen siguiente la Comisión IDH en los años correspondientes 
2016-2017 recibió 531 solicitudes para la adopción de medidas cautelares y de las cuales en este 
periodo de tiempo sólo solicitó al Estado colombiano en 10 casos la adopción de medidas 
cautelares. Esto es una evidencia de que la Comisión hace un estudio riguroso en el cual evalúa el 
contexto para determinar la situación de riesgo. 
                                                             
 b) formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los Estados miembros para que 
adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas y sus 
preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos; 
 c) preparar los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño de sus funciones; 
 d) solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes sobre las medidas que adopten 
en materia de derechos humanos; 
 e) atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, le 
formulen los Estados miembros en cuestiones relacionadas con los derechos humanos y, dentro de sus posibilidades, 
les prestará el asesoramiento que éstos le soliciten; 
 f) actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención, y 





















Imagen recuperada de 
https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/FOTOS2018/medidas_provisionales3.jpg 
     La Corte Constitucional ha anotado que las medidas cautelares proferidas por la Comisión IDH 
están enfocadas en prevenir la vulneración de derechos humanos en caso concretos, por lo que se 
cumplimiento el Estado debe acatarlas y para ello el Ministerio de Relaciones Exteriores ha creado 
diferentes equipos que se encargan de vigilar y dar cumplimiento a estas. Encontrando así el 
SISREDH, Comisión Intersectorial de Derechos Humanos, grupo interno de trabajo de 
seguimiento a las órdenes y recomendaciones de los órganos internacionales de derechos humanos 
(GSORO) 
   
   Además de esto, la alta consejería presidencial para los derechos humanos impulsa y hace 
seguimiento a las líneas de acción del Sistema Nacional de Derechos Humanos. Pero como se 
mencionó, estos equipos son los encargados de realizar la vigilancia y la creación de políticas que 
busquen prevenir la violación de los derechos humanos. 
 
     En la sentencia T-558/03 menciona a las autoridades involucradas para dar cumplimiento y 
seguimiento a las medidas cautelares. En esta sentencia el Estado debe enviar a las entidades 
pertinentes las solicitudes urgentes que recibe Colombia de organismos internacionales para la 
protección de derechos humanos, también debe coordinar el manejo de los casos y definir las 
pautas que deben tenerse para la adopción de las medidas. 
 
     La adopción de las medidas ha implicado un reforzamiento de las obligaciones de garantía del 
estado frente a la vigencia de los derechos, libertades y garantías ciudadanas, entendiendo que el 
otorgamiento de medidas es un llamado de atención al Estado para que cumpla sus obligaciones 
de protección que desde el texto constitucional se ha autoimpuesto.  
 
     De este modo, cuando se otorgan medidas cautelares de la Comisión IDH no sólo ha supuesto 





colombiano; su incorporación automática al ordenamiento ha promovido una consolidación de la 
cultura del respeto y promoción de los derechos humanos comprometiendo a las autoridades. En 
este proceso del acoplamiento al ordenamiento jurídico interno ha favorecido a los titulares de 
derechos frente al estado de modo que incluso al ser beneficiario de medidas de la Comisión IDH 
pueden acudir a la tutela para exigir las acciones de protección impuestas. Aunque la corte 
constitucional en sentencias ha dejado claro que la acción de tutela no está prevista como un 
mecanismo o vía de ejecución judicial de las recomendaciones efectuadas por organismos 
internacionales. 
 
     La importancia de la incorporación automática de las medidas cautelares otorgadas por la 
Comisión IDH al ordenamiento jurídico interno, radica en la posibilidad de los beneficiarios de 
acudir a mecanismos de protección previstos para reclamar a las autoridades judiciales la 
protección reforzada de sus derechos. Así el sistema IDH y el ordenamiento jurídico interno se 
integran y se complementan en favor de los titulares de derechos esto de acuerdo con la sentencia 
T-585 A de 2011. 
 
     Queda claro que el SIDH y el ordenamiento jurídico interno han contribuido en la construcción 
de la cultura del respeto y la promoción de los derechos humanos. El máximo tribunal 
constitucional ha reiterado que la naturaleza jurídica de las medidas cautelares se ancla a los 









Consideraciones Finales  
 
     Se concluye que las medidas cautelares son mecanismos de protección de los derechos humanos 
en situaciones de gravedad, urgencia y la existencia de un daño irreparable. 
 
     La Comisión Interamericana es el órgano encargado de supervisar y promocionar la efectiva 
garantía de los derechos humanos. 
 
     Se identifica que, dado el carácter reglamentario no convencional y su naturaleza cuasi 
jurisdiccional de la Comisión Interamericano, algunos estados han alegado la no obligatoriedad de 
las medidas cautelares e insisten en solo obedecer las medidas provisionales adoptadas por la corte 
interamericana. 
 
     Se determina que la valoración del contenido de la jurisprudencia colombiana establece que las 
medidas cautelares son obligatorias en relación con los casos que se estudian. 
 
     Se establece que en los debates académicos en torno al tema y las controversias practicas 
presentadas por el acatamiento o no acatamiento de las medidas cautelares, esto ha exigido de parte 
de los organismos del Sistema Interamericano abrir foros de discusión para solventar los 
malestares de los estados y de las organizaciones civiles participantes para evitar el debilitamiento 
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